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En representación de las comunidades afectadas, organizaciones enviamos argumentos 

finales a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos como parte del caso contra el 

Estado brasileño. Presentamos evidencia científica sobre el desplazamiento forzado de 

pueblos indígenas y comunidades ribereñas, la muerte masiva de peces, daños diferenciados 

a hombres y mujeres, y amenazas a la sobrevivencia de las comunidades de la zona, ubicada 

en plena Amazonía. 

Washington D.C., Estados Unidos y Altamira, Brasil. Como parte de la denuncia formal 

contra el Estado brasileño por las violaciones de derechos humanos causadas por la 

construcción de la represa Belo Monte, organizaciones de la sociedad civil presentaron ante 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sus argumentos finales en el caso. Los 

mismos evidencian científicamente los daños causados a pueblos indígenas, comunidades 

ribereñas y habitantes de Altamira, la ciudad más próxima a la hidroeléctrica. 
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“La situación de violación de derechos humanos persiste para los pueblos afectados y la 

continuidad de nuestra petición ante la Comisión es urgente para sancionar al gobierno y 

garantizar nuestros derechos”, dijo Antônia Melo, coordinadora del Movimiento Xingú vivo 

para siempre, colectivo creado para enfrentar la implementación de la represa. 

El informe presentado a la Comisión demuestra que los daños causados por la represa son 

resultado de la falta de previsión y de una evaluación adecuada, y del incumplimiento de las 

condicionantes impuestas por el gobierno para su implementación. Los riesgos denunciados 

antes de su construcción son hoy daños de largo plazo que afectan de forma distinta a 

hombres y mujeres, y a diferentes grupos de edad. 

“Es un paso vital para que los pueblos de la cuenca del río Xingú obtengan justicia, el Estado 

de Brasil responda por las violaciones cometidas y para evitar que esto se repita”, explicó 

Astrid Puentes Riaño, Codirectora de la Asociación Interamericana para la Defensa del 

Ambiente (AIDA). Junto con la Sociedad Paraense de Defensa de los Derechos Humanos 

(SDDH) y Justiça Global, AIDA representa a las comunidades afectadas ante la Comisión. 

Las organizaciones prueban también el desplazamiento forzado de pueblos indígenas y 

comunidades ribereñas, quienes tuvieron que dejar sus hogares sin opciones adecuadas de 

reubicación, lo que pone en riesgo su sobrevivencia. 

Entre la población afectada están comunidades dedicadas a la pesca, que no han sido 

compensadas por la pérdida de sus modos de subsistencia. La represa ha provocado la muerte 

masiva de peces y aunque las autoridades han impuesto multas millonarias, el problema de 

fondo no ha sido resuelto, hecho evidenciado en el informe. La población local tiene ahora 

un uso limitado del río Xingú en cuanto a fuente de alimento, sustento, transporte y diversión. 

En el informe, las organizaciones documentan —entre otros daños graves— la desaparición 

de oficios tradicionales, como los de ladrilleros y carreteros, y de prácticas culturales 

tradicionales. Las mujeres, por ejemplo, dejaron de dar a luz en sus casas y deben ir ahora a 

un hospital. El panorama empeora pues los servicios de salud y educación en Altamira están 

saturados debido al aumento poblacional ocasionado por la represa. 
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La denuncia contra Brasil ante la Comisión fue presentada en 2011, año en el que ese 

organismo otorgó medidas de protección urgente para los pueblos indígenas afectados. El 

caso inició formalmente en diciembre de 2015. En octubre del año pasado y para agilizar el 

proceso, la Comisión decidió excepcionalmente unir dos etapas que, por regla general, se 

tramitan de forma separada. En ese marco, las organizaciones presentaron sus argumentos 

finales y el Estado deberá hacerlo también para que la Comisión tome una decisión. 

“Esperamos que lo más pronto posible la Comisión remita el caso a la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos y que en su informe de fondo recomiende que el Estado brasileño 

adopte las medidas necesarias para proteger la vida, la integridad y el derecho a la 

propiedad de las comunidades indígenas y ribereñas afectadas por la hidroeléctrica”, afirmó 

Raphaela Lopes, abogada de Justiça Global. “Después de ser sometidas a todo tipo de 

violaciones, esas comunidades necesitan reparación integral pues vieron vulnerados sus 

derechos desde los orígenes del proyecto; no se respetó su derecho a la consulta libre, previa 

e informada.” 

La Comisión debe preparar un informe en el que concluya si hubo o no violaciones a los 

derechos humanos y puede emitir recomendaciones para que Brasil las repare. De ser 

incumplidas, puede remitir el caso a la Corte, órgano que tiene la facultad de emitir un fallo 

que condene a Brasil y recomendar medidas de reparación. 

Aunque la represa está en funcionamiento desde principios de 2015, su construcción no ha 

finalizado debido a suspensiones judiciales derivadas del incumplimiento de condiciones 

establecidas en los permisos otorgados. El Estado de Brasil aún puede evitar mayores daños 

de los ya ocurridos, por la que una decisión pronta de la Comisión es importante. 

Encuentra aquí más información del caso. 

 
 


